LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por DÑA XXXXX, contra la entidad mercantil XXXXX, sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 8 de noviembre de 2008.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 28 de Noviembre de 2008 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por DÑA XXXXX en la que reclamaba que, en relación con su baja voluntaria como socia de la cooperativa XXXXX, la misma fuese declarada como justificada y que, en consecuencia, se procediera al reintegro de la totalidad de las aportaciones realizadas durante el tiempo de permanencia en la citada entidad. 

La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.

SEGUNDO: Habiendo dado traslado a la demandada de la solicitud de arbitraje mencionada en el párrafo precedente, con fecha 12 de Febrero de 2009 procedió a su contestación, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba. 

TERCERO: En fecha 5 de Junio de 2009 ambas partes comparecieron, previa convocatoria, en la sede de la Consejería de Trabajo y Empleo (Dirección General de Trabajo e Inmigración) con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció la demandante, Dª XXXXX, quien en ese momento otorgó su representación al Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX, que asimismo aceptó.


Por parte de la cooperativa compareció su presidenta, Dª XXXXX, asistida y representada por D. XXXXX en calidad de gestor. 


En la referida comparecencia ambas partes ratificaron las pretensiones recogidas tanto en la demanda como en la contestación y alegaron lo que a su derecho convino. 


Asimismo, y una vez acordada y notificada en ese momento la apertura de un periodo de prueba, se propusieron en tiempo y forma los siguientes medios: 

· Por parte de la demandante se propuso mediante escrito de fecha 15 de junio de 2009, como prueba documental, la pública y privada aportada con la solicitud de inicio de procedimiento.

· Por parte de la demandada se propuso, también como prueba documental, que se requiriese a la entidad Caixa Catalunya la certificación de las condiciones del crédito hipotecario en el que se tenía que subrogar la demandante a la hora de acceder a la propiedad de la vivienda, certificado que tuvo entrada en un primer momento vía fax en la Delegación Provincial de Trabajo y Empleo en Toledo el día 1 de julio de 2009, y posteriormente el día 7 de julio lo hizo por correo ordinario en el registro de entrada del citado organismo. 

CUARTO: Una vez practicada la prueba propuesta y después de haber dado traslado de su resultado a ambas partes, fueron convocadas nuevamente el día 22 de julio de 2009 con objeto de celebrar una vista para que presentasen sus conclusiones. En el referido acto, por parte de la demandante, se reiteró que la baja en ningún caso puede calificarse como injustificada, con lo que procedería el reintegro de las cantidades de forma íntegra o, subsidiariamente, se declarase no ajustada a derecho la deducción del 50% practicada; en sentido contrario, por parte de la cooperativa se concluyó calificando de injustificada la baja producida al no haber respetado el plazo de preaviso, alegando además ser conforme a derecho la deducción del 50 % en las cantidades a reintegrar.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes hubieran perdido la condición de socio en una cooperativa por los hechos que se sometan a arbitraje, tal y como sucede en el presente caso.


Por último, el artículo 66 de los Estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO: Aunque no es objeto de discusión en el presente caso, hemos de partir de un postulado incuestionable y es que ningún socio está obligado a permanecer indefinidamente en ninguna cooperativa. Dicha facultad podrá estar más o menos modulada por normas legales o estatutarias, pero es claro que no se puede privar de ella a ningún socio, como tampoco se le puede privar –y esto sí es importante en el supuesto que nos ocupa- del derecho de reintegro que tiene el cooperativista que ha dejado de serlo, aunque en su cuantificación deba jugar un papel determinante el carácter justificado o no de la baja.


Las cooperativas son entidades con una evidente estructura variable, y cualquier persona que reúna los requisitos exigidos estatutariamente y las condiciones adecuadas, si desea ser socio, tiene derecho a serlo. De igual forma, frente a determinadas circunstancias o simplemente por voluntad propia, se puede dejar de pertenecer a una cooperativa, con independencia de las consecuencias que ello pudiera tener.

TERCERO: La cuestión central del presente procedimiento consiste en determinar si la baja voluntaria causada por la actora en la cooperativa a la que pertenecía debe calificarse o no como justificada, calificación de la que, inexorablemente, se derivarían los efectos pretendidos por la solicitante (caso de considerarse baja justificada) o por el demandado (si fuera injustificada).
Lo anterior no es una cuestión baladí ya que tiene una ineludible trascendencia en la propia marcha del ente social y en los perjuicios que, en su caso, podría ocasionar una separación arbitraria del socio. Las bajas societarias, en ocasiones, son imprevisibles ya que pueden producirse simplemente por la voluntad del socio, pero en la mayoría de los casos se necesitan y se deben adoptar medidas para que estos procesos transcurran con normalidad y alteren lo menos posible la marcha de la cooperativa. No obstante lo anterior, esta última afirmación no prejuzga ni achaca en ningún caso –no podría ser de otra forma- ningún tipo de reproche a la actitud de quien quiere dejar de pertenecer a una cooperativa, sobre todo si tenemos en cuenta en primer lugar que la propia Ley regula y prevé de forma expresa las bajas de carácter justificado y, en segundo lugar, que las cuestiones que vamos a manejar se caracterizan por la imprecisión propia de los conceptos jurídicos indeterminados. En cualquier caso, hay que tener en cuenta que el socio de una cooperativa de viviendas es a la vez promotor indirecto de su propia vivienda y adjudicatario de la misma, lo que implica que deba asumir determinadas obligaciones con objeto de que pueda llegar a buen puerto la promoción en su conjunto. Aún así, la declaración de una baja como injustificada no debe tener connotaciones peyorativas ya que la misma se produce en aplicación del principio de entrada y salida visto anteriormente, de lo que se extrae como consecuencia que, en esos casos, la baja simplemente no responde a las causas previstas en la ley o en los estatutos.

Dejado sentado lo anterior, y centrándonos en la calificación de la baja societaria que nos ocupa, puede afirmarse que, tanto el Consejo Rector como la Asamblea General a la hora de ratificar la decisión de éste, la consideraron correctamente como injustificada, todo ello a la vista de lo dispuesto en los artículos 30.4 de la Ley 20/2002 en relación con el 13.1 de los Estatutos Sociales y de la propia documentación que acompaña tanto a la demanda de arbitraje como a su contestación. El artículo 30.4 de la Ley es muy claro cuando afirma, en relación con la baja voluntaria del socio, que “el incumplimiento del plazo de preaviso así como las bajas que se solicitasen dentro del periodo mínimo de permanencia, tendrán la consideración de baja no justificada (…); por otra parte, ese plazo de preaviso viene establecido en dos meses de forma precisa en el artículo 13.1 de los Estatutos. 

No puede admitirse la alegación de la demandante relativa a que, como en el escrito de solicitud de baja no se especificaba la fecha en la que debían comenzar sus efectos, era la propia cooperativa la que podría haber entendido que la baja comenzara dos meses después de su solicitud. Lógicamente la cooperativa no debe asumir la obligación de interpretar el momento a partir del cual la socia quiere que surta efecto su solicitud de baja, sino más bien al contrario, es la propia socia la que debiera haber especificado expresamente en su escrito, si su verdadera intención era la de respetar el plazo de preaviso, la fecha a partir de la cual debía considerarse fuera de la cooperativa. No parece razonable que, una vez recibida por parte de la cooperativa la solicitud de baja, tenga que intuir la verdadera voluntad de la socia cuando, además, ni siquiera se desprende la misma del contenido del escrito presentado. En consecuencia, teniendo en cuenta que, a la vista de la solicitud de baja voluntaria que acompaña a la demanda como documento nº 4, no consta acreditado el cumplimiento del necesario plazo de preaviso indicado con anterioridad, debe objetivamente calificarse la misma como no justificada. Esa misma calificación, tal y como se ha mencionado con anterioridad, fue ratificada con fecha 8 de Noviembre de 2008 en Asamblea General de socios, cumpliéndose de esa forma con lo previsto en el artículo 30.6 de la Ley 20/2002, de Cooperativas.

CUARTO: Una vez que se ha determinado el carácter injustificado de la baja, conviene centrarse en las consecuencias, sobre todo de índole económica,  que la misma debe tener.

No obstante lo anterior, es preciso proceder con carácter previo a la distinción de dos conceptos fundamentales y que van a ser de utilidad para determinar el importe a reintegrar a la socia con motivo de su baja. Estos conceptos hacen referencia a las cantidades que, con finalidades distintas, aportan los socios pertenecientes a una cooperativa de viviendas. De esa manera, es necesario distinguir en un primer momento las cantidades que estatutariamente vienen previstas en el artículo 43 y cuyo desembolso está impuesto como obligatorio para adquirir la condición de socio -las cuales ascienden a SEISCIENTOS EUROS (600 €)- de ese otro tipo de cantidades que se aportan de forma periódica, pero cuyo destino es exclusivamente la financiación de la promoción de viviendas que se pretende construir y, en concreto, la que adquiere el cooperativista –que en el presente caso ascienden a la cantidad de SESENTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES EUROS CON ONCE CÉNTIMOS DE EURO, IVA incluido (64.993,11 €). La distinción anterior también viene motivada porque asimismo es desigual el tratamiento que la Ley previene para su reintegro, lo que justifica su estudio y consideración en fundamentos jurídicos distintos. 

QUINTO: En relación con las aportaciones obligatorias y con el derecho de reembolso, es el artículo 61 de de la Ley 20/2002 el que establece el procedimiento para proceder a su liquidación, disponiendo de forma expresa en su apartado 2.b) que, “en los casos de baja no justificada, se podrá establecer una deducción de las aportaciones obligatorias que no podrá superar el veinte por ciento (aunque el artículo 52.3 de los Estatutos fija esa deducción en el diez por ciento), una vez que se hubieran restado las pérdidas imputadas al socio – que en el presente caso no constan -. En consecuencia, en lo que afecta al reintegro de las aportaciones obligatorias, la entidad cooperativa que nos ocupa está obligada a reintegrar a la socia que solicitó su baja la cantidad de QUINIENTOS CUARENTA EUROS (540 €) –una vez deducido el 10% fijado estatutariamente- en un plazo que no podrá superar los tres años, tal y como dispone el artículo 117.1 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha. No obstante lo anterior, y con independencia del plazo anterior, se deberían reintegrar esas cantidades en el momento en el que la demandante sea sustituida en sus derechos y obligaciones por otra persona que ocupe su posición de socia.

A la hora de realizar la liquidación de las cantidades a reintegrar es necesario insistir en una idea apuntada de forma muy somera en el párrafo precedente y que consiste en que, a la vista de lo dispuesto en el artículo 61.2.a) de la Ley de Cooperativas, no existen pérdidas imputables a la socia ni se le han impuesto sanciones que estén pendientes de pago, sobre todo porque ni unas ni otras constan en la documentación que ha sido facilitada por la propia entidad cooperativa y que obra en el expediente.

SEXTO: Centrándonos a partir de este momento en las cantidades aportadas por la socia para financiar la vivienda adquirida y en los cálculos a efectuar para determinar la cuantía del reintegro, así como en las condiciones en que se debe producir éste, es necesario tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 20/2002 al respecto.

La Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha dispone en su artículo 117.1 que, en caso de baja no justificada, “el Consejo Rector podrá aplicar a las cantidades entregadas por el socio para financiar el pago de las viviendas o locales, las deducciones a que se refiere el número 2 del artículo 61, hasta un máximo del 50% de los porcentajes que en el mismo se establecen”. El tenor literal del artículo anterior en su primera parte no admite interpretaciones, con lo que puede concluirse que es el propio Consejo Rector de la entidad cooperativa que nos ocupa el que está facultado para determinar, con el límite previsto legalmente, qué porcentaje es necesario descontar de las cantidades que, con carácter preceptivo, hay que reintegrar a la socia que se da de baja. 

No puede estimarse la alegación de la demandante relativa a la exigencia de que venga previsto en los estatutos el porcentaje a deducir de las cantidades aportadas. Sí es cierto que, por ejemplo, la antigua Ley de Cooperativas 3/1987 recogía esa condición en su artículo 129, es decir, que los propios estatutos determinaran qué porcentaje era necesario descontar, pero en el texto aplicable al caso que nos ocupa no figura tal previsión (Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha). En consecuencia, la determinación de la deducción depende en exclusiva de los cálculos que, previamente, debe realizar el Consejo Rector a la hora de realizar la liquidación correspondiente.

A pesar de todo lo anterior, es necesario indicar que ni el Consejo Rector, ni la Asamblea General al ratificar la decisión de éste, ni sobre todo la demandante a la hora de presentar su solicitud de arbitraje, interpretaron de forma correcta el mencionado artículo 117.1 de la Ley, aunque seguramente se deba a la deficiente redacción del citado precepto. El artículo que nos ocupa no dispone que se podrá establecer una deducción del 50% sobre las cantidades aportadas para financiar la vivienda, sino que la referida deducción del 50% se debe aplicar exclusivamente sobre los porcentajes que establece el artículo 61.2 de la Ley, y que para el supuesto que nos ocupan ascienden al 20%. Sólo en ese sentido puede entenderse la expresión literal que afirma que se podrán aplicar “las deducciones a que se refiere el número 2 del artículo 61 (el 20% indicado), hasta un máximo del cincuenta por ciento de los porcentajes que en el mismo se establecen”. Por tanto, centrándonos en el presente caso, puede concluirse que las deducciones a aplicar no podrán superar el 10%.

En consecuencia, no es ajustado a derecho el acuerdo adoptado por el Consejo Rector, ratificado posteriormente por la Asamblea General, relativo a la aplicación de un deducción del 50% sobre las cantidades aportadas para financiar la vivienda. El reintegro de las aportaciones no debería sufrir una deducción superior al 10%.
En cuanto al plazo para llevar a cabo el reintegro, tal y como dispone el artículo 117 de la Ley de Cooperativas, el mismo deberá producirse antes de que transcurran tres años desde el momento en que sea efectiva la baja - plazo que empezará a computarse a partir de la fecha en que concluya el plazo de preaviso –, o bien en el momento en que la demandante sea sustituida en sus derechos y obligaciones por otro socio.

Por último indicar tan sólo que, al igual que se ha hecho constar en el Fundamento de Derecho anterior, de la documentación que obra en el expediente se deduce que no existen  pérdidas imputables al socio ni se le han impuesto sanciones que estén pendientes de pago, con lo que no sería admisible practicar ninguna deducción adicional a la mencionada con anterioridad. 


Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

1.- Que la baja de Dña. XXXXX como socia de la entidad cooperativa XXXXX, debe considerarse a todos los efectos como injustificada.
2.- Que en relación con las aportaciones obligatorias, la entidad cooperativa está obligada a reintegrar a la socia que solicitó su baja la cantidad de QUINIENTOS CUARENTA EUROS (540 €) en un plazo que no podrá superar los tres años. No obstante lo anterior, se deberán reintegrar esas cantidades en el momento en que la demandante sea sustituida en sus derechos y obligaciones por otra persona que ocupe su posición de socio.
3.- Que la deducción a aplicar en las cantidades a reintegrar que sirvieron para financiar la construcción de la vivienda, a la vista de los preceptos aplicables al caso concreto, no debe en ningún caso superar el 10%. 
4.- La cooperativa dispone de un plazo de tres años para reembolsar las aportaciones destinadas a la financiación de la vivienda, una vez determinada la correspondiente deducción conforme a las condiciones mencionadas en el párrafo precedente. El porcentaje a deducir deberá aplicarse sobre la cantidad de SESENTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES EUROS CON DIEZ CÉNTIMOS DE EURO (64.993,10 €). El plazo de devolución se computará a partir de la conclusión del de preaviso de la baja, que en el presente caso tendría que haber sido de dos meses. En consecuencia, ese plazo de tres años debe computarse a partir del 6 de Diciembre de 2008. No obstante, el reintegro se produciría de forma automática en el momento en el que un tercero sustituya en sus derechos y obligaciones a la socia que se da de baja de forma injustificada.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 10 de Septiembre de 2009
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
